
Señores 

JUZGADO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA (Reparto) 

E. S. D. 

 

REFERENCIA: ACCION DE TUTELA 

CONTRA: GOBERNACIÓN DEL ATLÁNTICO Y COMISION NACIONAL DE SERVICIO CIVIL 

 

NURVIS DE LA OSSA MEZA, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Barranquilla, identificada 

con la cédula de ciudadanía No. 32’782.226 expedida en Barranquilla y Tarjeta Profesional No. 

106.891 del C. S. de la J., actuando en nombre propio, con todo respeto manifiesto a usted que en 

ejercicio del DERECHO DE TUTELA consagrado en el artículo 86 de la Constitución Política y 

reglamentado por el Decreto 2591 de 1991, por medio del presente escrito formulo acción de tutela 

contra la Gobernación del Atlántico y la Comisión Nacional de Servicio Civil, por vulneración a los 

derechos fundamentales a  la igualdad, trabajo, acceso a cargos públicos, y debido proceso. 

ANTECEDENTES: 

Mediante concurso de méritos concursé para ocupar la vacante del empleo denominado Profesional 

Especializado Código 222 Grado 7, identificado con la OPEC No.75331 del Sistema General de 

Carrera Administrativa de la planta de personal de la Gobernación del Atlántico, ofertado en el 

Proceso de Selección No.1343 de 2019. 

Señala que dentro de dicho concurso se ofertó una (1) vacante, la cual fue ganada por la señora 

LISBETH YISSEL GNECCO LEYVA, según consta en la lista de elegibles conformada mediante 

Resolución No.11267 del 18 de noviembre de 2021 expedida por la CNSC; la accionante ocupó el 

sexto puesto  en esa lista. 

Expresa que el 09 de febrero de 2022 el segundo en lista  presentó derecho de petición a la 

GOBERNACIÓN DEL ATLÁNTICO y a la CNSC, solicitando información de cargos iguales o equivalentes 

al Profesional Especializado Código 222 Grado 7, de la planta de personal de la gobernación, que 

hayan quedado vacantes después de realizada el proceso de convocatoria. Que, al respecto, el 08 

de marzo de 2022 recibió respuesta de la Gobernación, que en la planta global de dicha entidad no 

existe empleo equivalente al perfil para el cual concursó. 

Por lo que el día 22 de marzo de 2022, presentó petición a la GOBERNACIÓN DEL ATLÁNTICO, 

solicitando información de la cantidad de cargos que existen bajo la denominación de Profesional 

Especializado Código 222 Grado 7. 

 Por lo anterior, el 02 de mayo de 2022 obtuvo por respuesta que respecto a dicho cargo, se 

encontraban en vacancia administrativa cuatro (4) cargos que fueron ofertados en la Territorial II 

2019; en carrera administrativa cuarenta (40) cargos de los cuales, cuatro (4) cargos están provistos 

por encargo; en provisionalidad, ocho (8) cargos que fueron ofertados en la convocatoria Territorial 

II 2019, de los cuales uno (1) ocupado por prepensionado y reportado en el SIMO de la CNSC; 

nombrados en periodo de prueba veinticuatro (24) cargos; y de libre nombramiento y remoción 

siete (7) cargos. 
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Con base a la respuesta anterior, el señor GONZALEZ MOSCOTE  (segundo en la lista) en petición del 

28 de junio de 2022, solicitó a la GOBERNACIÓN DEL ATLÁNTICO que se procediera a su 

nombramiento como empleado público en el cargo Profesional Especializado Código 222 Grado 7, 

en lugar de alguno de los cargos que existen de libre nombramiento y remoción o provisto por 

encargo, o en su defecto ser nombrado en un empleo equivalente. El 06 de julio de 2022 obtuvo 

respuesta negativa a su solicitud. 

Indica el accionante, que el 26 de julio de 2022 presentó petición a la GOBERNACIÓN DEL 

ATLÁNTICO, respecto al manual de funciones de los cuatro (4) cargos provistos en encargo, de los 

siete (7) provistos como libre nombramiento y remoción, y del cargo ocupado por prepensionado, 

respecto al empleo Profesional Especializado Código 222 Grado, no obstante, el 23 de agosto de 

2022, obtuvo respuesta evasiva remitiendo a la página web de la entidad donde se encuentran 

publicados los manuales específicos de funciones y competencias laborales; además le manifestaron 

que los siete (7) cargos de libre nombramiento y remoción se encuentran en el Despacho de la 

Gobernadora, y los tres (3) cargos en encargo se ubican en la Secretaria de Salud, Gerencia de Capital 

Social, y la Subsecretaría de Talento Humano. 

 E indicaron que si se revisa el manual específico de funciones y competencias laborales, no indican 

si los cargos se encuentran ocupados en encargo, o en libre nombramiento y remoción, así como 

que la administración departamental está desvirtuando el concepto de empleo de libre 

nombramiento y remoción, ya que no hacen referencia a funciones directivas, de manejo, 

conducción u orientación institucional; aunado a que no se indica que sean cargos que requieran la 

confianza de los servidores que tienen esa clase de responsabilidades. Por lo anterior, considero 

que los siete (7) cargos que ocupan el cargo de Profesional Especializado Código 222 Grado 7, no 

deben ser de libre nombramiento y remoción, y deber ser provistos a través del mérito, aplicación 

la regla contenida en la Ley 1960 de 2019. 

Aunado a lo anterior, mediante  Decreto 256 del 06 de julio de 2020 se crearon unos cargos en el 

Manuel especifico de funciones entre ellos código 222 grado 7, posteriormente, Decreto 406 del 11 

de noviembre de 2021 expedido por la Gobernación del Atlántico, se crearon  3 cargos en el Manual 

Especifico de funciones y de competencias laborales entre ellos profesional especializado código 

222 grado7. Igualmente, la Gobernación del Atlántico, expidió el Decreto 549 de 2022, a través del 

cual adicionó  varios cargos del mismo grado y denominación al anteriormente señalado. 

2. PRETENSIONES. 

Se me amparen sus derechos fundamentales invocados como vulnerados y, en consecuencia, se 

proceda a: 

• Ordenar a la GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO aplicar la prevalencia 

constitucional del concurso de méritos, ante los cargos provistos mediante libre nombramiento y 

remoción y/o encargo, y en consecuencia se retire del cargo denominado Profesional Especializado 

Código 222 Grado 7, del Sistema General de Carrera Administrativa de la planta de personal de la 

Gobernación del Atlántico, a quien ocupe empleo en la modalidad de libre nombramiento y 

remoción y/o encargo. 

• Ordenar a la GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO DEL ATLÁNTICO, nombrar y posesionar al 

accionante como empleado público, en el cargo equivalente denominado Profesional Especializado 



Código 222 Grado 7, del Sistema General de Carrera Administrativa de la planta de personal de la 

Gobernación del Atlántico. 

• Ordenar que se adopten todas las medidas positivas tendientes a garantizar los derechos 

fundamentales del accionante. 

3. PROCEDENCIA DE LA TUTELA EN CONCURSOS DE MÉRITO: 

La Corte Constitucional en Sentencia T-340 de 2020, aduce: 

En este orden de ideas, se concluye que la acción de tutela es procedente por vía de excepción para 

cuestionar actos administrativos dictados en desarrollo de un concurso de méritos, y que, más allá 

de la causal del perjuicio irremediable, cabe examinar la eficacia en concreto del medio existente y 

de la viabilidad sumaria de las medidas cautelares, teniendo en cuenta, como ya se dijo, la 

naturaleza de la disputa, los hechos del caso y su impacto respecto de derechos, principios o 

garantías constitucionales, siendo, prevalente, en este escenario, la protección del mérito como 

principio fundante del Estado colombiano y del actual modelo democrático, como lo señaló 

expresamente Sentencia T-059 de 2019. 

Para la Sala, en este caso, la acción de tutela procede como mecanismo principal de protección de 

los derechos al trabajo y al acceso a cargos públicos, en un contexto indefectible de amparo al 

mérito como principio fundante del orden constitucional. Por las razones que a continuación se 

exponen: 

En primer lugar, el accionante actualmente ocupa el primer lugar en la lista de elegibles, luego de 

haberse ocupado los dos empleos que inicialmente fueron objeto de convocatoria, por lo que, al 

haber quedado una vacante definitiva frente exactamente el mismo cargo para el cual él concursó, 

aparece la disputa que es objeto de revisión en esta tutela, consistente en determinar si cabía el 

encargo frente a un funcionario de la entidad, o si, por el contrario, debía hacerse uso de la lista de 

elegibles en el orden y conforme al mérito demostrado, por parte de las personas que concursaron 

para acceder a la función pública. Así las cosas, como lo manifestó este Tribunal en la citada 

Sentencia T-059 de 2019, se observa que, en esta oportunidad, la controversia implica verificar el 

“(…) principio de mérito como garantía de acceso a la función pública y ello, a todas luces, trasciende 

de un ámbito administrativo y se convierte en un asunto de carácter constitucional, que torna 

necesaria una decisión pronta, eficaz y que garantice la protección de los derechos fundamentales”. 

En segundo lugar, se avizora en este caso una de las causales mencionadas en la citada providencia, 

a fin de determinar que, en concreto, los medios ante lo contencioso administrativo no son siempre 

eficaces, concerniente a que “(…) la lista de elegibles en la que ocuparon el primer lugar pierda 

vigencia de manera pronta”. Al respecto, como se mencionó en el acápite de antecedentes, su 

vigencia se limitó a dos años, por lo que si ella quedó en firme el día 31 de julio de 2018, la posibilidad 

de aplicarla se extendió hasta máximo el 30 del mismo mes pero de este año, de suerte que hoy en 

día no cabe proceder a su uso y, en caso de no asumir la revisión de lo resuelto por el juez de 

instancia y decretar la improcedencia de la acción de tutela, prácticamente el accionante no tendría 

mecanismo alguno para reclamar su acceso a la función pública, y se estaría, por razones 

meramente formales, excluyendo la verificación del mérito como principio fundante del Estado 

colombiano. No sobra recordar que el actor ocupa en la actualidad el cargo que reclama, en virtud 



de lo resuelto por el juez de segunda instancia en este trámite de amparo constitucional, por 

decisión del 3 de julio de 2019. 

En tercer lugar, como ya se dijo, la exclusión de la procedencia del amparo llevaría a que, al 

momento de proferirse una decisión definitiva en sede de lo contencioso administrativo, la lista de 

elegibles definitivamente ya no estaría vigente y, por ende, el accionante no podría ocupar el cargo 

al que –según alega– tiene derecho, con lo cual únicamente podría recibir una compensación 

económica. Esta realidad descarta la eficacia de la garantía de acceso a cargos públicos y excluye la 

verificación del mérito, en contravía del mandato del artículo 2 del Texto Superior, que impone 

como obligación del Estado velar por el goce efectivo de los derechos, lo cual no se satisface con el 

reconocimiento de una compensación económica. 

(…) 

Además de las razones previamente expuestas, se considera que la pretensión del accionante no se 

enmarca dentro del escenario de efectividad de las medidas cautelares en el proceso contencioso 

administrativo, por las siguientes razones: 

Primero, porque la suspensión de un acto administrativo exige que se aprecie una posible violación 

de la ley, que surja del análisis del acto demandado y de su confrontación con las normas invocadas 

como vulneradas. En este caso, no se advierte la existencia de una oposición normativa que sea 

evidente, como lo demanda la ley y lo requiere la jurisprudencia del Consejo de Estado, sino de una 

controversia en la que se solicita darle aplicación directa al criterio de mérito que introduce la 

Constitución, con la particularidad de que, en el curso de la tutela, se produjo un proceso de tránsito 

legislativo que, como lo advierte la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, contaba con un 

criterio unificado de la Comisión Nacional del Servicio Civil, conforme al cual la Ley 1960 de 2020, 

en cuyo artículo 6 se dispone que la lista de elegibles se aplicará “en estricto orden de méritos” para 

cubrir “las vacantes para las cuales se efectuó el concurso y las vacantes definitivas de cargos 

equivalentes no convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria de concurso en la 

misma entidad”, únicamente se debía aplicar para los procesos de selección cuyos acuerdos de 

convocatoria hayan sido aprobados después de su entrada en vigor, esto es, el 27 de junio de 2019 

y, en el caso bajo examen, tal actuación 

tiene su origen en el año 2016. Por consiguiente, no se trata de un caso en donde se advierta la 

simple confrontación de normas como supuesto legal que habilite la medida cautelar de suspensión 

provisional, en los términos del artículo 231 del CPACA. 

Segundo, porque la discusión no permite una medida conservativa, en tanto que lo que se busca es 

precisamente reclamar un derecho que había sido objeto de una respuesta negativa por parte de la 

administración. Y tampoco cabe la orden de adoptar una decisión administrativa, por cuanto ella es 

el sustento propio de la controversia de fondo, y al tratarse de una medida anticipativa, solo se 

justifica ante la inminencia de un daño mayor, hipótesis de apremio que no resulta evidente en este 

caso, al tener que verificarse el alcance de una garantía de raigambre constitucional y el tránsito 

legislativo ocurrido sobre la materia. 

 



Por el conjunto de razones expuestas, se advierte la falta de eficacia e idoneidad de las vías de lo 

contencioso administrativo para dar respuesta a la controversia planteada, lo que amerita su 

examen a través de la acción de tutela, como medio principal de protección de los  derechos  

invocados.  Por  esta  razón,  se  procederá  a  plantear  el  problema  jurídico  bajo examen y a 

determinar los aspectos que serán objeto de evaluación por parte de este Tribunal, con base en los 

cuales se adelantará el examen del caso concreto. 

4. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

LEY 909 DE 2004 (MODIFICADA POR LA LEY 1960 DE 2019) 

ARTÍCULO 31. Etapas del proceso de selección o concurso. El proceso de selección comprende: 

 

1. Convocatoria. La convocatoria, que deberá ser suscrita por la Comisión Nacional del Servicio 

Civil, el Jefe de la entidad u organismo, es norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la 

administración, como a las entidades contratadas para la realización del concurso y a los 

participantes. 

2. Reclutamiento. Esta etapa tiene como objetivo atraer e inscribir el mayor número de 

aspirantes que reúnan los requisitos para el desempeño de los empleos objeto del concurso. 

3. Pruebas. Las pruebas o instrumentos de selección tienen como finalidad apreciar la 

capacidad, idoneidad y adecuación de los aspirantes a los diferentes empleos que se convoquen, así 

como establecer una clasificación de los candidatos respecto a las calidades requeridas para 

desempeñar con efectividad las funciones de un empleo o cuadro funcional de empleos. 

La valoración de estos factores se efectuará a través de medios técnicos, los cuales deben responder 

a criterios de objetividad e imparcialidad. 

Las pruebas aplicadas o a utilizarse en los procesos de selección tienen carácter reservado, solo 

serán de conocimiento de las personas que indique la Comisión Nacional del Servicio Civil en 

desarrollo de los procesos de reclamación. 

4. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la entidad 

contratada por delegación de aquella elaborará en estricto orden de mérito la lista de elegibles que 

tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de méritos se cubrirán las vacantes 

para las cuales se efectuó el concurso y las vacantes definitivas de cargos equivalentes no 

convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria de concurso en la misma Entidad. 

5. Período de prueba. La persona no inscrita en carrera administrativa que haya sido 

seleccionada por concurso será nombrada en período de prueba, por el término de seis (6) meses, 

al final de los cuales le será evaluado el desempeño, de acuerdo con lo previsto en el reglamento. 

(…) 

DECRETO 1083 DE 2015 (Modificado por el Decreto 648 de 2017) 

 



ARTÍCULO 2.2.5.3.2 Orden para la provisión definitiva de los empleos de carrera. La provisión 

definitiva de los empleos de carrera se efectuará teniendo en cuenta el siguiente orden: 

1. Con la persona que al momento de su retiro ostentaba derechos de carrera y cuyo reintegro 

haya sido ordenado por autoridad judicial. 

2. Por traslado del empleado con derechos de carrera que demuestre su condición de 

desplazado por razones de violencia en los términos de la Ley 387 de 1997, una vez impartida la 

orden por la Comisión Nacional del Servicio Civil. 

3. Con la persona de carrera administrativa a la cual se le haya suprimido el cargo y que hubiere 

optado por el derecho preferencial a ser reincorporado a empleos iguales o equivalentes, conforme 

con las reglas establecidas en el presente Decreto y de acuerdo con lo ordenado por la Comisión 

Nacional del Servicio Civil. 

4. Con la persona que al momento en que deba producirse el nombramiento ocupe el primer 

puesto en lista de elegibles para el empleo ofertado que fue objeto de convocatoria para la 

respectiva entidad. 

Si agotadas las anteriores opciones no fuere posible la provisión del empleo deberá realizarse 

proceso de selección específico para la respectiva entidad. 

Parágrafo 1. Una vez provistos en período de prueba los empleos convocados a concurso con las 

listas de elegibles elaboradas como resultado de los procesos de selección, tales listas, durante su 

vigencia, sólo podrán ser utilizadas para proveer de manera específica las vacancias definitivas que 

se generen en los mismos empleos inicialmente provistos, con ocasión de la configuración para su 

titular de alguna de las causales de retiro del servicio consagradas en el artículo 41 de la Ley 909 de 

2004. 

ACUERDO 562 DE 2016 

ARTÍCULO 22. Uso de listas de elegibles de la entidad. Agotado el tercer (3º) orden previsto en el 

artículo 1 º del Decreto 1894 de 2012, el cual modificó el artículo 7º del Decreto 1227 de 2005 

(contenido en el Decreto 1083 de 2015), las listas solo podrán ser utilizadas para proveer 

definitivamente una vacante en los siguientes eventos: 

a. Cuando se genere la vacancia definitiva de un empleo provisto mediante la lista de elegibles 

objeto de un concurso de méritos, con ocasión de alguna de las causales de retiro del servicio 

consagradas en el artículo 41 de la Ley 909 de 2004. 

b. Cuando la lista de elegibles se haya conformado con un número menor de aspirantes al de 

vacantes ofertadas. 

c. Cuando se haya declarado desierto su concurso. 

-CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 1991: 

ARTICULO 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general 

y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; 

facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica,  política,  



administrativa  y  cultural  de  la  Nación;  defender  la  independencia nacional, mantener la 

integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en 

Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el 

cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

ARTICULO 4. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la 

Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. 

Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y 

respetar y obedecer a las autoridades. 

ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y 

trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 

discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política 

o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en 

favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, física o 

mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos 

que contra ellas se cometan. 

ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o 

tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia 

a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien 

sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, 

durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; 

a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia 

condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso. 

ARTICULO 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los 

de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás 

que determine la ley. 

Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la 

ley, serán nombrados por concurso público. 

El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los 

requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes. 



El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por violación del 

régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la Constitución o la ley. 

En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su nombramiento para un 

empleo de carrera, su ascenso o remoción. 

Decretos Reglamentarios Decreto 2591 de 1991 FUNDAMENTO JURISPRUDENCIAL 

El día veintiuno (21) de agosto de dos mil veinte (2020), la Honorable Corte Constitucional – Sala 

Tercera de Revisión profirió la Sentencia T-340 de 2020, en la cual protegió los derechos 

fundamentales de JOSÉ FERNANDO ÁNGEL PORRAS  y ordenó a CNSC  e ICBF usar  su lista  de  

elegibles  para  proveer  una vacante Código 2125 Grado 17 denominado DEFENSOR DE FAMILIA, en 

virtud de la Convocatoria 433 de 2016 – ICBF. 

Lo relevante de este fallo constitucional es lo siguiente: 

a. Problema jurídico 

(…) la Corte debe determinar si se configura una vulneración de los derechos del accionante al 

trabajo y al acceso y ejercicio de cargos públicos, como consecuencia de la decisión del ICBF de no 

acudir a la lista de elegibles contenida en la Resolución No. 20182230073845 del 18 de julio de 2018 

para ocupar la vacante de Defensor de Familia, código 2125, grado 17, en el centro zonal de San Gil, 

que se generó con posterioridad a la Convocatoria 433 de 2016. 

b. Ley 1960 de 2019 y su aplicación en el tiempo: 

3.6.1. El 27 de junio de 2019, el Congreso de la República expidió la Ley 1960 de 2019, "Por el cual 

se modifican la Ley 909 de 2004, el Decreto Ley 1567 de 1998 y se dictan otras disposiciones". En 

ella se alteraron figuras como el encargo, se dispuso la profesionalización del servicio público, se 

reguló la movilidad horizontal en el servicio público y, en particular, respecto de los concursos de 

méritos, se hicieron dos cambios a la Ley 909 de 2004. 

(…) 

El segundo cambio consistió en la modificación del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, en el sentido 

de establecer que, como se mencionó con anterioridad, con las listas de elegibles vigentes se 

cubrirían no solo las vacantes para las cuales se realizó el concurso, sino también aquellas “vacantes 

definitivas de cargos equivalentes no convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria de 

concurso en la misma entidad”. Por último, la normativa en comento dispuso que su vigencia se 

daría a partir de la fecha de publicación. 

Como se aprecia, el cambio incluido en el artículo 6 de la Ley 1960 de 2019, comporta una variación 

en las reglas de los concursos de méritos, particularmente en relación con la utilización de las listas 

de elegibles. Así, la normativa anterior y la jurisprudencia de esta Corporación sobre el tema, partían 

de la premisa de que la norma establecía que las listas de elegibles únicamente podrían usarse para 

los cargos convocados y no otros, a pesar de que con posterioridad a la convocatoria se generaran 

nuevas vacantes definitivas. Con ocasión de la referida modificación, esta Sala deberá definir la 

aplicación en el tiempo de dicha norma, comoquiera que, su uso, en el caso concreto, prima facie, 

proveería un resultado distinto de aquel que podía darse antes de su expedición, no solo debido al 



cambio normativo, sino también a la consecuente inaplicabilidad del precedente señalado de la 

Corte respecto del uso de la lista de elegibles, ya que la normativa en la cual se insertaron esos 

pronunciamientos varió sustancialmente. 

3.6.3. Ahora bien, en lo que respecta a la aplicación del artículo 6 la Ley 1960 de 2019 a las listas de 

elegibles conformadas por la Comisión Nacional del Servicio Civil y a aquellas que se expidan dentro 

de los procesos de selección aprobados antes del 27 de junio de 2019, sea lo primero advertir que, 

por regla general, esta disposición surte efectos sobre situaciones que acontecen con posterioridad 

a su vigencia. Sin embargo, el ordenamiento jurídico reconoce circunstancias que, por vía de 

excepción, pueden variar esta regla general dando lugar a una aplicación retroactiva, ultractiva o 

retrospectiva de la norma, por lo que se deberá definir si hay lugar a la aplicación de alguno de 

dichos fenómenos, respecto de la mencionada ley. 

(…) 

Ninguno de los anteriores efectos de la ley en el tiempo se aplica en el caso subjudice. El último 

fenómeno, que por sus características es el que podría ser utilizado en el caso concreto, es el de la 

retrospectividad, que ocurre cuando se aplica una norma a una situación de hecho que ocurrió con 

anterioridad a su entrada en vigencia, pero que nunca consolidó la situación jurídica que de ella se 

deriva, “pues sus efectos siguieron vigentes o no encontraron mecanismo alguno que permita su 

resolución en forma definitiva”. Este fenómeno se presenta cuando la norma regula situaciones 

jurídicas que están en curso al momento de su entrada en vigencia. 

Para el caso de la modificación introducida al artículo 31 de la Ley 909 de 2004 por la Ley 1960 de 

2019, se tiene que la situación de hecho respecto de la cual cabe hacer el análisis para determinar 

si hay o no una situación jurídica consolidada es la inclusión en la lista de elegibles. De esta forma, 

deberá diferenciarse, por un lado, la situación de quienes ocuparon los lugares equivalentes al 

número de vacantes convocadas y que, en virtud de ello tienen derecho a ser nombrados en los 

cargos convocados y, por el otro, la situación de aquellas personas que, estando en la lista de 

elegibles, su lugar en ellas excedía el número de plazas convocadas. 

Como fue planteado en el capítulo anterior, la consolidación del derecho de quienes conforman una 

lista de elegibles “se encuentra indisolublemente determinado por el lugar que se ocupó dentro de 

la lista y el número de plazas o vacantes a proveer”. Así las cosas, las personas que ocuparon los 

lugares equivalentes al número de vacantes convocadas tienen un derecho subjetivo y adquirido a 

ser nombrados en período de prueba en el cargo para el cual concursaron, de suerte que respecto 

de ellos existe una situación jurídica consolidada que impide la aplicación de una nueva ley que 

afecte o altere dicha condición. Sin embargo, no ocurre lo mismo respecto de quienes ocuparon un 

lugar en la lista que excedía el número de vacantes a proveer, por cuanto estos aspirantes 

únicamente tienen una expectativa de ser nombrados, cuando quiera que, quienes los antecedan 

en la lista, se encuentren en alguna de las causales de retiro contenidas en el artículo 41 de la Ley 

909 de 2004. 

 

Para la Sala, el cambio normativo surgido con ocasión de la expedición de la Ley 1960 de 2019, 

regula la situación jurídica no consolidada de las personas que ocupaban un lugar en una lista de 

elegibles vigente que excedía el número de vacantes ofertadas, por lo que las entidades u 



organismos que llevaron a cabo los concursos deberán hacer uso de estas, en estricto orden de 

méritos, para cubrir las vacantes definitivas en los términos expuestos en la referida ley. Lo anterior 

no implica que automáticamente se cree el derecho de quienes hacen parte de una lista de elegibles 

a ser nombrados, pues el ICBF y la CNSC deberán verificar, entre otras, que se den los supuestos que 

permiten el uso de una determinada lista de elegibles, esto es, el número de vacantes a proveer y 

el lugar ocupado en ella, además de que la entidad nominadora deberá adelantar los trámites 

administrativos, presupuestales y financieros a que haya lugar para su uso. 

Por último, se aclara que en este caso no se está haciendo una aplicación retroactiva de la norma 

respecto de los potenciales aspirantes que podrían presentarse a los concursos públicos de méritos 

para acceder a los cargos que ahora serán provistos con las listas de elegibles vigentes en aplicación 

de la nueva ley. En efecto, tanto la situación de quienes tienen derechos adquiridos como de quienes 

aún no han consolidado derecho alguno, están reservadas para las personas que conformaron las 

listas de elegibles vigentes al momento de expedición de la ley, de manera que el resto de la 

sociedad está sujeta a los cambios que pueda introducir la ley en cualquier tiempo, por cuanto, en 

esas personas indeterminadas no existe una situación jurídica consolidada ni en curso. 

(…) 

3.6.5. En conclusión, con el cambio normativo surgido con ocasión de la expedición de la 

mencionada ley respecto del uso de la lista de elegibles, hay lugar a su aplicación retrospectiva, por 

lo que el precedente de la Corte que limitaba, con base en la normativa vigente en ese momento, 

el uso de las listas de elegibles a las vacantes ofertadas en la convocatoria, ya no se encuentra 

vigente, por el cambio normativo producido. De manera que, para el caso de las personas que 

ocupan un lugar en una lista, pero no fueron nombradas por cuanto su posición excedía el número 

de vacantes convocadas, es posible aplicar la regla contenida en la Ley 1960 de 2019, siempre que, 

para el caso concreto, se den los supuestos que habilitan el nombramiento de una persona que 

integra una lista de elegibles y ésta todavía se encuentre vigente. 

PRUEBAS 

Decreto 549 de 2022 por medio del cual se crearon nuevos cargos 

Resolución 11267 del 18 de 2021 por medio del cual se conformó la lista de elegibles para el cargo 

que aspiro. 

Cordialmente, 

 

 

NURVIS DE LA OSSA MEZA 

CRA 48 99 51 Apartamento 404 Barranquilla 

Correo electrónico: nurvis.delaossa74@gmail.com 

Celular 3045306000 
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